Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 11 minutos) 


SEÑOR ALFIE.- Para comenzar quisiera proponer que se trate, antes que nada, el proyecto de ley 
relativo al FISASS. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


En ese caso, se considerará en primer lugar el proyecto de ley por el que se crea el Fondo 
Integrado de Salud de la Seguridad Social. 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas. El motivo de su presencia se debe a una doble convocatoria. 


Por un lado, debemos analizar las observaciones que se hicieron en la sesión pasada con 
respecto al FISASS, a la que concurrieron simultáneamente representantes de los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Salud Pública y, a su vez, habían sido invitados los miembros de la 
Comisión de Salud Pública. 


En el día de ayer recibimos el anteproyecto que incorpora las correcciones que se hicieron en 
la sesión del martes pasado, por lo que comenzaríamos a analizar las mismas. Asimismo, hay que 
destacar que contamos con el comparativo que la Secretaría, con una eficiencia que nos deslumbra, ha 
logrado realizar en muy pocas horas, lo cual es un elemento muy útil para el trabajo legislativo. 


Por otro lado, y en relación al otro proyecto que debemos considerar, abordaremos las 
observaciones que, en su momento, formularon distintas delegaciones, de la COMISEC, de la Liga de 
Defensa Comercial y de la Facultad de Derecho, así como también el Embajador Amorín, por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, las que oportunamente fueron remitidas al Ministerio de Economía 
y Finanzas para que tuviera conocimiento de las mismas. 


En el día de hoy tenemos la idea de avanzar y, si es posible, también aprobar en Comisión 
este proyecto de ley que establece normas para la promoción y defensa de la competencia. Reitero - 
porque percibo que no me están escuchando- que, si contamos con el visto bueno de la oposición, 
estaríamos avanzando hacia la aprobación en Comisión de los dos proyectos de ley que tenemos a 
consideración. 


Entonces, en principio, comenzaríamos analizando la iniciativa correspondiente al FISSAS y 
luego abordaríamos el proyecto de ley de Promoción y Defensa de la Competencia. 


Sin más trámite, cedemos el uso de la palabra a los integrantes de la delegación del 
Ministerio de Economía y Finanzas, para referirse a las modificaciones que ayer nos remitieran y que 
hoy obran en poder de todos los miembros de la Comisión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No hay muchos comentarios para adicionar con respecto a lo planteado 
en la última reunión en que esta Comisión trató el tema. 


Simplemente, queremos señalar que hemos remitido a este Cuerpo las modificaciones al 
proyecto de ley que estaba siendo analizado, en acuerdo con el Ministerio de Salud Pública. Por lo 
tanto, no hacemos más que poner a consideración esos textos modificados para que la Comisión los 
pueda evaluar ordenadamente. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera formular algunas preguntas. 


Leí la parte de la versión taquigráfica correspondiente al momento en que no estuve presente 
en la sesión y, si mal no recuerdo, el economista Lorenzo, respondiendo una interrogante del señor 


Senador Abreu, expresó que el costo total era de $ 450:000.000 y que, en principio, había un 
financiamiento de $ 170:000.000. En concreto, quisiera saber cómo es que surgen los números, pues 
no me quedan claro las cifras ni el financiamiento. ¿Por qué no me queda claro el número? Porque el 
Poder Ejecutivo dice -y las cuentas están hechas- que el máximo de nuevos beneficiarios sería de 
26.000. Es evidente que muchos de esos beneficiarios ya tienen cobertura o reciben asistencia 
particular. Por mi parte, creo que la mayoría de ellos tiene contratada esta última, aunque eso no 
importa y no genera un cambio muy grande; en todo caso, cambiará la fuente de financiamiento y se 
genera un costo para el Estado. 


Ahora bien, teniendo en cuenta el valor de la cuota actual de DISSE, que es de $ 927, la 
existencia de 26.000 nuevos afiliados da un costo de aproximadamente $ 289:224.000 por año. No sé 
de dónde sale la cifra de $ 450:000.000. Por otro lado, entendí que la suma de $ 170:000.000 es el 
sobrante del aporte entre el 3 y el 5, pero lo que sucede es que también hay otro sobrante potencial, 
enorme y mucho más grande, que surge al pagar por cápitas al sistema mutual. Digo esto, porque la 
cápita del sistema mutual, de acuerdo a los valores que se han manejado -hay una planilla que se está 
manejando que, según se dice, proviene del Ministerio de Salud Pública- claramente va a dejar un 
sobrante mucho mayor. En realidad, los jubilados que tienen derecho a DISSE son alrededor de 40.000 
y los trabajadores que aportan por ese concepto son más de 600.000. Es decir que la relación es 15 a 
16 14 a 1, aproximadamente. En función de las diferencias existentes y de las edades de los 
trabajadores, podría quedar un sobrante enorme que se transfiere a este Fondo que, obviamente, 
aumenta los créditos de salud pública y representa un subsidio del sector privado al público, a un 
competidor directo. Pero más allá del subsidio o no, el tema es que desde el momento en que estos 
valores de cápita se aplican sólo sobre una parte menor de la población  -ni siquiera es el 50 %, sino 
menos- se genera el problema de que al reducirse los ingresos del sector privado, habrá que 
compensar eso desde otro lado. ¿Cómo se va a compensar al sistema mutual por eso? 


Asimismo, queríamos saber los números institución por institución pero, si hay secreto 
estadístico, pediríamos las cifras correspondientes a nivel de sistema, acerca de cuánto se va a pagar 
por las cápitas, es decir, cuánto de DISSE se va a destinar a las cápitas; el ingreso de DISSE es muy 
fácil de saber, porque se puede multiplicar la cuota por el total. Entonces, quisiera saber cómo queda 
ese desbalance y finalmente cuánto van a tener que subir, las distintas instituciones, la cuota del resto 
de los afiliados porque, de lo contrario, no sé cómo van a compensar esto o si va a haber otra forma de 
compensación. 


Estas son las dudas que me quedaron de lo que escuché en la sesión pasada -si no me 
equivoco, fue el martes de tarde- y de la versión taquigráfica que, por suerte, estuvo rápidamente 
disponible. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las oportunas observaciones del señor Senador Alfie, que 
siempre son muy bien recibidas y que contribuyen a esclarecer la consideración de los proyectos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto al tema de las estimaciones de costo debo decir que, 
evidentemente, dichas estimaciones serían de largo plazo en el sentido del reparto entre el 5% y el 3%; 
el aporte de los trabajadores se va a hacer en forma gradual. Esos costos estaban estimados para 
cuando todo el régimen ya funcionara en términos de esos porcentajes de 5% y de 3%. 


No hemos traído con nosotros la explicación concreta de la fórmula de cálculo, pero con 
gusto la podemos enviar en el correr del día de hoy para que el señor Senador la pueda chequear. 


En cuanto al tema de posibles excedentes con las cápitas y demás, quiero decir que el 
Ministerio de Salud Pública está trabajando en una formulación de cápitas en función de sexo y edad. 
Lo que argumentamos el día martes es, justamente, que se defina un régimen de cápitas que tome en 
consideración una discriminación por sexo y edad -por razones que fueron dadas el día martes- y que 
en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas se fijarán a los efectos de la transferencia. 


O sea que creo que todavía no podemos tomar, necesariamente, ese trabajo como definitivo; 
vamos a tener que seguir trabajando en ese sentido. Sobre cómo va a ser ese esquema de 


relacionamiento con las mutualistas y demás, creo que lo ideal sería recabar la opinión del Ministerio 
de Salud Pública. 


No sé si por problemas de convocatoria -porque esto no quedó claro el día martes- ese 
Ministerio no fue invitado para la sesión de hoy; me parece que no hubo claridad con respecto a eso; 
no quedó claro el tema de esa convocatoria para el día de hoy. 


SEÑOR ALFIE.- De todas maneras, me parece bien que nos manden la explicación de esas cifras. 


La otra pregunta tiene que ver con que la ley, así como está, deroga -si no me equivoco- el 
artículo 337 de la Ley N* 16.320 donde se establece la fórmula de cálculo de la cuota de DISSE, en 
función de la cuota promedio de afiliación individual. Se trata de un promedio entre un mínimo de 85% 
y un máximo de 90%; esto es por ley. Aquí esto se deroga y se incluyen conceptos que, básicamente, 
son los mismos que los que justificaban el establecimiento de esos porcentajes de 85% y 90%. Aclaro 
que esta ley la hicimos nosotros y sé porqué pusimos esos porcentajes de 85% y 90% ya que hicimos 
los cálculos correspondientes. ¿Cuál es la diferencia entonces? 


Debe haber un número; hay que tener en cuenta, además, la incertidumbre de que la cápita 
pueda ser cambiada por el Poder Ejecutivo. La diferencia es que las instituciones hoy usan ese flujo de 
DISSE como colateral, básicamente, de sus préstamos de largo plazo y también de sus préstamos a 
corto plazo en instituciones bancarias. Pero desde el momento en que se eliminan las certezas de los 
porcentajes y de cuánto se va a pagar, disminuye el valor del colateral y, en todo caso, se está 
afectando la garantía. O sea, no es que la garantía no valga nada -como me dijo alguien-; no es eso, 
sino que va a valer, pero menos, porque va a ser mucho más incierta que antes y ello se va a ver 
reflejado en un menor monto de crédito o en un aumento de la tasa de interés. 


Me gustaría saber, entonces, si se podría incluir, por lo menos, determinadas formas, a los 
efectos de establecer un marco o un tope. De esa manera, la gente ya sabría hasta dónde puede ceder 
el flujo y el valor de la garantía no va a disminuir. Quizás, lo que sucedería es que no se reflejaría en la 
tasa de interés, sino en el racionamiento o en los montos de los créditos. Por supuesto, después habrá 
que ver cómo se instrumenta el resto, pero me parece que por lo menos habría que tener en cuenta 
este elemento. 


Planteo estas reflexiones porque, en mi opinión, es muy complicado cambiar esta regla de 
juego de un momento para el otro. 


Alos efectos de un mejor entendimiento, quiero decir que, en realidad, hay dos topes y, en 
ese sentido, la ley actual es clarísima. Allí se dice que en la cuota que se paga por DISSE a las 
mutualistas está entre un 85% y un 90% de la cuota promedio de afiliación individual. Esto es lo que se 
establece en la ley que, por supuesto, como todos sabemos tiene sus problemas como, por ejemplo, 
los convenios que se hacen por fuera. Pero el Ministerio de Economía y Finanzas conoce esa 
situación. Tan es así que vulgarmente suele decirse: “La salud nos va a matar”. De todas maneras, esa 
situación, sobre todo, la de los convenios laterales, fue corregida mediante la imposición de 
determinadas condiciones. 


De modo que, ese es un elemento que daría certeza. Sin embargo, en este proyecto de ley 
no se habla de porcentajes. Entonces, por un lado, su flujo de ingresos queda incierto, pues un Poder 
Ejecutivo puede cambiar la forma de cálculo o el porcentaje, estableciéndolo en menos o en más - 
aunque el problema se presenta cuando lo fija en menos- con lo cual se quita certeza. 


Por otro lado, el tema de las cápitas también va a ser una decisión totalmente discrecional 
del Poder Ejecutivo. Sé que se van a hacer estudios técnicos y demás, pero lo cierto es que existe la 
posibilidad de adoptar una decisión en forma discrecional. Además, eso puede variar en función de 
cómo se muevan las poblaciones. O sea, ya no se trata solamente de asumir el riesgo de que suba o 
baje la población, sino que también comienza a haber cambios etarios en las poblaciones cuando 
hacen los créditos. El problema que aparece aquí es que el flujo se vuelve mucho más incierto y, por lo 
tanto, el valor colateral de ese flujo como garantía baja mucho. 


Entonces, en la medida en que estos artículos permanezcan tal como están, la pregunta es si 
se puede buscar la manera de acotar algo, a los efectos de establecer cierta certeza. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Buena parte del avance de los estudios en profundidad está siendo 
desarrollado por parte de los servicios económicos del Ministerio de Salud Pública. Creemos que el 
planteo del señor Senador Alfie tiene sentido, pero a nuestro entender no hay que magnificar ese 
aspecto, porque tampoco la estructura poblacional cambia de manera drástica y tan rápida en el 
Uruguay. Obviamente, el Poder Ejecutivo siempre puede estar atento a que si hay cambios importantes 
se puedan modificar también los parámetros. 


Entendemos el problema desde el punto de vista conceptual, pero pensamos que no hay que 
magnificarlo. Por supuesto, no nos cerramos a buscar algún mecanismo adecuado, pero obviamente 
ello tendría que realizarse en diálogo con las autoridades del Ministerio de Salud Pública, razón por la 
cual en esta sesión no podemos avanzar una respuesta al planteo del señor Senador. Si bien somos 
fervientes partidarios de la introducción de lógica de cápitas, por una serie de argumentos aportados en 
la sesión del martes, lo somos, sobre todo, porque da una serie de incentivos correctos a la actividad 
de las instituciones. Estoy seguro que el señor Senador Alfie entiende las razones por las que se hace 
esto. Quizás se podría encontrar algún mecanismo de salvaguarda general. Pero debemos destacar 
que en el tema de las cápitas lo que importa no son los valores absolutos, sino la distribución de la 
carga total; o sea, es un tema de valores relativos, algo así como si fuera un catastro. Esto no 
necesariamente tiene que implicar un incremento o una disminución drástica de la masa de recursos 
que se maneja hoy. 


En cuanto a la inquietud concreta planteada por el señor Senador Alfie, lo que podemos hacer 
es comprometernos a dialogar a la brevedad con las autoridades del Ministerio de Salud Pública sobre 
el tema y, en la eventualidad en que coincidamos en la posibilidad de introducir alguna salvaguarda, lo 
comunicaríamos en el correr del día. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una pregunta puntual vinculada a la modificación propuesta por el 
Poder Ejecutivo a instancias de algunos miembros de la Comisión, que se refiere al último inciso del 
artículo 2%, donde se cambia el criterio inicial en el que se establecía la no aplicación del régimen para 
becarios, pasantes y contratados a término. Aquí se incluye al contratado a término como beneficiario 
del sistema y, en tal sentido, nuestra duda tiene dos aspectos. 


Por un lado, quisiéramos saber cuál es la naturaleza jurídica que se está manejando para el 
contratado a término; a diferencia del presupuestado, ¿es aquel contratado por el Estado, que tantas 
veces ahora se asimila en función de su naturaleza jurídica al presupuestado, pero que en realidad es 
un contratado a término cuyo contrato se renueva en forma automática, aunque tenga el mismo 
tratamiento que un funcionario presupuestado? Si esto es así, el número de personas involucradas es 
muy importante, ya que estamos hablando de funcionarios contratados a término, no presupuestados, 
que antes estaban excluidos y que ahora se incluirían. Si están incluidos, la otra pregunta que quiero 
plantear es cuál es el alcance que tiene para la Administración y para el Gobierno, desde el punto de 
vista jurídico, este concepto de funcionario contratado a término, qué números se manejan en cuanto a 
la cantidad de personas involucradas en el mismo y de qué montos estamos hablando respecto de los 
excedentes que planteábamos en la oportunidad anterior. 


Esta preocupación viene también a cuenta de que, como está prohibida expresamente la 
doble cobertura, el funcionario a término, por tener esa calidad, queda fuera de esa doble cobertura y, 
cuando termina su contrato, al desvincularse laboralmente del Estado, debe incorporarse a un sistema 
o volver a un régimen de opción individual. Pregunto esto, porque hubo un cambio importante que se 
introdujo en la Comisión y me gustaría que los representantes el Poder Ejecutivo cuantificaran desde 
el punto de vista jurídico el alcance de la naturaleza de funcionario contratado a término. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Obviamente, para referirnos a detalles jurídicos no tenemos aquí los 
elementos que permitan brindar una definición exacta, pero recuerdo que, justamente, tanto la 
definición como las características de las distintas formas contractuales de funcionarios en la 
Administración Pública, fue incorporada en las normas de la Rendición de Cuentas aprobada 
recientemente. O sea que, reitero, la definición y el alcance jurídico fino del contrato a término está 
descrito ordenadamente en esa norma. Naturalmente, la existencia de contratos a término es un 
aspecto que, si bien no es cuantificable de manera perfecta -porque justamente puede haber un poco 
de volatilidad en ese sentido- tampoco se puede decir que sea de tanta magnitud toda vez que, en 


base a los lineamientos dados por la Oficina Nacional del Servicio Civil, se está llevando adelante un 
proceso de regularización de una serie de situaciones -como las de los becarios, pasantes y contratos 
a largo plazo- que sí eran importantes cuantitativamente. Una vez que ese proceso ya ha comenzado y 
que la situación está siendo ordenada, la incidencia de estos casos no puede ser demasiado 
significativa. 


En consecuencia, creemos que en ningún caso la incorporación de los contratos a término en 
esta norma puede implicar una variante significativa del número de gente o de los montos estimados 
en el proyecto de ley para los costos. Obviamente, es imposible tener un número fino con respecto a 
cuántos van a ser los contratos a término, porque varía en muchos aspectos. Pero, reitero, se apunta a 
que, una vez regularizadas las situaciones irregulares de largo plazo en las formas de relación 
contractual funcional con el Estado, sea un instrumento que tenga un alcance relativamente menor. 


SEÑOR ABREU.- Estamos tratando de definir cuál es el grado de relación de una persona con el 
Estado. Cuando hablamos de contratos a término debemos tener en cuanta a los funcionarios 
contratados, que son asimilados a los presupuestados porque, generalmente, las renovaciones que se 
hacen de ordenación funcional son automáticas. En realidad, estos contratos son a término, pero 
desde el punto de vista jurídico se los incorpora como si fueran presupuestados. Después tenemos los 
nuevos contratos de función pública y, tal como lo señaló el señor Subsecretario, esos sí están 
incorporados en las leyes de Presupuesto y de Rendición de Cuentas. Señalo que, con respecto a este 
tema, hemos hecho más de una observación. Realmente, queremos saber si están o no incluidos esos 
contratos de función pública. 


Otro asunto que me preocupa tiene relación con la aclaración que es necesaria hacer con 
respecto a los funcionarios contratados a término. 


Por ejemplo, la persona contratada como consultor -que se trata de una obligación de 
resultado- no estaría amparada, porque, en realidad, lo que se contrata es un trabajo. Digo esto, 
aunque a veces es muy difícil distinguir el resultado de una actividad, salvo que tenga un expreso 
llamado del sistema de obligación de resultados por el consultor. 


Si vamos a utilizar un criterio de esta naturaleza, vamos a tratar de ser coherentes, porque la 
misma relación a término la tiene el becario y el pasante. Entonces, incluimos a todos o no los 
incluimos. Lo que suceda con el becario y el pasante es muy importante porque, en realidad, el primero 
es a término -o sea que se incluiría en la categoría a término- y el pasante también, más allá de que 
en este caso no adquiere la condición de funcionario público, como tampoco la adquiere el becario. 
Pero, sin embargo, el contratado a término se supone que tampoco la adquiere; o podríamos decir que 
algunos sí y otros no. 


Este tema no es poca cosa, sobre todo en lo que tiene que ver con el costo que tiene para 
los becarios y los pasantes que parece que se quiere excluir. Creo que lo que no se puede hacer es 
excluir a algunos en función del costo y a otros en función de una relación. Pienso que correspondería 
adoptar un criterio armónico por el cual incluimos a todos en calidad de contratados a término o 
excluimos a todos y dejamos sólo a los funcionarios contratados a régimen permanente y a los 
presupuestados. 


SEÑOR ALFIE.- Quería agregar algo a lo que señaló el señor Senador Abreu. No sólo es cierto esto 
sino que, además, pasa lo siguiente. Salvo los contratos de obra -que claramente están aparte porque 
se trata de una relación independiente pues son contratados para desempeñar una función y un fin 
específico, luego confeccionan un informe final y se terminó- que no tienen una relación de 
dependencia, sino meramente profesional, todos los demás, si bien pueden no adquirir la calidad de 
funcionarios públicos, están regidos por el Estatuto del Funcionario Público. Ello es así porque, 
mientras estén trabajando, son funcionarios públicos, cualquiera sea la forma en que trabaje. Lo mismo 
sucede con un becario o un pasante en la actividad privada. Mientras trabaje en una empresa, por la 
ley de pasantías, adquiere la calidad de empleado, con todos los derechos y las obligaciones que tiene 
un empleado privado. De la misma manera, un empleado público, cualquiera sea su relación -ya sea 
contratado a término, contratado permanente, presupuestado, pasante o becario- se rige por el 
Estatuto del Funcionario Público. La situación jurídica es la misma, porque es empleado dependiente 
del sector público. 


Creo que la observación que hace el señor Senador Abreu en ese sentido es correcta. Sé que 
para los economistas es difícil poder contestar esto a ciencia cierta, pero es muy importante que esto 
se aclare. 


(Dialogados) 
Creo que es muy importante dirimir esto, porque no es un tema menor. 


Quiero hacer otro agregado y pido disculpas por volver atrás. Se manejan dos cápitas: una 
normal y otra con incentivos, con un premio por cumplimiento de determinados objetivos. Desde el 
punto de vista conceptual, creo q ue eso es un error enorme, porque la cápita refleja el costo. 


Si después el Gobierno quiere dar un incentivo a la mejora de la gestión -que se puede hacer 
con un préstamo, como ocurrió con el PROMOSS, que se daba o no en función de la mejora de gestión 
y que algunas instituciones tomaron y otras no; personalmente, fui responsable de no firmar una 
cantidad de veces a muchas instituciones porque no cumplían con lo exigido- me parece que eso debe 
ir totalmente por cuerda separada. Se debe decir cuál es la cápita y punto porque, de lo contrario, cabe 
preguntarse cuál será la verdadera. La cápita debe reflejar el costo y sobre lo otro el Gobierno puede 
votar un subsidio con determinadas condiciones. En ese caso no habría ningún problema, porque se 
trata de un incentivo a la mejora, al saneamiento del sistema. Me parece que eso es lo correcto: puede 
implementarse un subsidio, un préstamo grande, en fin, lo que el Gobierno estime conveniente. 


Si bien no está en la ley, quiero expresar cuál es el pensamiento del Partido Colorado en este 
aspecto. Deseo dejar constancia de que no estamos en contra de las cápitas, sino que, por el contrario, 
nos parece un buen sistema y, de hecho, lo propusimos en 1999. Hasta acá el asunto nos parece más 
o menos razonable, pero tenemos discrepancias con el modelo en cuanto a quién administra, cuál es el 
seguro final, cómo es la administración y cómo son los incentivos, es decir, si es más público o más 
privado, si es menos o más competencia. Pero nos parece que el concepto como tal es correcto y 
adecuado -reitero que el Partido Colorado lo propuso en su momento- porque, como bien decía el 
señor Subsecretario, incluye incentivos mejores que los actuales sobre determinados puntos. No 
obstante ello, me parece que el Poder Ejecutivo está contemplando incentivos malos en algunos 
aspectos cuando elimina totalmente los tiques moderadores. Una cosa es bajarlos a valores 
razonables -que era una política ya iniciada- y otra es eliminarlos totalmente, porque eso puede 
generar un consumo enorme. De todas maneras, ese tema está fuera de lo que estamos considerando, 
por lo que pido disculpas por la nota al pie de página. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El martes pasado argumentábamos que la situación, sobre todo en el 
caso de pasantes y becarios, era clara una vez regularizada una realidad de largo plazo en donde las 
relaciones de pasantía y de becarios se había desvirtuado. Insisto en que una vez regularizada esa 
situación, la intención es que justamente los pasantes y becarios operen como tales. Dada la 
transitoriedad de esas relaciones contractuales, entendíamos que en esta etapa no era conveniente 
incluirlos. En el caso de los contratos a término, la opinión del Poder Ejecutivo va en el sentido de 
incluirlos, pero obviamente los señores Legisladores podrán debatir y opinar acerca de la consistencia 
de una y otra cosa. 


Con respecto al tema de las cápitas con incentivos o al hecho de separar, de alguna manera, 
las asociadas a costos diferenciales por las variables que se entienden discriminatorias -sobre todo en 
términos de sexo y edad- de lo que son mecanismos de estímulo en función del cumplimiento de 
metas, creo que hay coincidencia tanto en cuanto a las bondades de tener cápitas asociadas a sexo y 
edad como al hecho de instrumentar un mecanismo de premio a quienes practican metas asistenciales 
y de “castigo” -dicho esto entre comillas- a los que no lo hacen. 


Tal como está redactado el proyecto de ley, se deja margen para que el diseño pueda ser de 
una manera u otra. En ese sentido, vamos a seguir trabajando con el Ministerio de Salud Pública. 


En general es razonable tener lógicas separadas, porque así funcionan, pero lo importante es 
que la ley permita hacer un diseño adecuado. Coincidimos en que hay que avanzar, tanto en el sistema 
de cápitas como en el esquema de tener premios por cumplimiento de metas asistenciales. 


En ese sentido estamos abiertos a seguir trabajando con el Ministerio de Salud Pública en la 
mejor forma de diseño de estos dos objetivos, que en general compartimos. 


SEÑOR ABREU.- Quiero volver sobre un tema que la Comisión abordó hace algunos días y sobre el 
cual recibió un comentario del Poder Ejecutivo: me refiero a la tipificación del delito de intermediación 
lucrativa. En aquel momento se argumentó por parte del Poder Ejecutivo que la utilización de la pena 
de prisión de cuatro a veinticuatro meses era un elemento importante para incidir psicológicamente 
sobre quien esté tentado a infringir las disposiciones de la norma y que, incluso, la pena mayor había 
tenido un efecto positivo de disuasión sobre actividades o conductas vinculadas a este tema. 


No sé cuál es la posición del Poder Ejecutivo y del Ministerio de Economía y Finanzas en este 
caso, pero por mi parte tengo muchas dudas desde el punto de vista jurídico; creo que es una norma 
que no debe estar incluida en este proyecto de ley, porque en realidad se trata de una modificación del 
Código Penal. Además, esto ya fue modificado cuando se discutió la ley de cárceles y se tipificó como 
una falta; sin embargo, ahora viene incluido en un proyecto de esta naturaleza como un delito con una 
pena de cuatro a veinticuatro meses. 


Por otro lado, desde el punto de vista jurídico, la tipificación me merece serias dudas. Creo 
que una cosa es tipificar un delito y otra es crear un estado de psicosis respecto de la tipificación de un 
delito a todos aquellos que están involucrados. Aquí se dice: “Los Directivos, Directores y 
Administradores de las Instituciones, que por cualquier medio, facilitaren, propiciaren, aceptaren”, 
etcétera; la aceptación puede ser expresa o tácita y se puede manejar con un criterio que termine 
arrastrando en cadena la comisión de un delito con penas de prisión para aquellos que, de alguna 
forma, distraigan el objetivo de la norma, que es asegurar una competencia o un nivel de juego 
adecuado. Además, se los considera coautores y se establecen las agravantes del delito. 


Insisto en que no conozco la posición del Poder Ejecutivo sobre este tema, pero por mi parte 
he utilizado últimamente un término que no ha sido muy del agrado del Gobierno; he hablado de una 
visión “policíaca” del tema. Creo que, para evitar una conducta de esta naturaleza, no se pueden crear 
delitos estableciendo contradicciones entre disposiciones normativas en pocos meses e involucrando 
en cadena de responsabilidad a Directores, Directivos y Administradores, como si esto fuera una 
especie de persecución a todo aquel que directa o indirectamente tuviera una actitud pasiva o activa en 
una conducta que hoy se tipifica como delictiva. Es más, la tipificación del delito se hace con los 
verbos; no se dice “Tipíficase”, sino que se dice que al que actuare de determinada forma se le tipifica 
tal delito. 


Es decir que hay falta de técnica legislativa, contradicción legislativa e inoportunidad de la 
inclusión del artículo en este proyecto. 


Esta es la preocupación que quería transmitir. Sé que la respuesta del señor Ministro va a ser 
que él es economista y no abogado; hace algunos días dijo que para técnica legislativa el precio es 
otro. Pero quiero decirle que los Gobiernos son responsables por todo y no por las especializaciones 
que argumentan. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No voy a empezar de esa manera, señor Presidente, porque las 
responsabilidades son políticas, no profesionales. 


Creo que el tema de la tipificación del delito como mecanismo de disuasión fue argumentado 
por el señor Subsecretario del Ministerio de Salud Pública el día martes; nosotros respaldamos esa 
visión. También se discutió a nivel de esta Comisión la conveniencia o no de incluir la norma en esta 
ley o en otra que modifique la aprobada el año pasado. En la medida en que se avance 
conceptualmente en la lógica argumentada por el señor Subsecretario de Salud Pública, no nos resulta 
determinante la vía que se utilice; justamente, serán los señores Senadores -sobre todo los expertos 
en técnica legislativa como el señor Senador Abreu- quienes van a aportar la solución técnicamente 
más correcta para dirimir este asunto, ya sea a través de la incorporación en esta ley de una 
modificación a la norma anterior o por cuerda separada. 


Reitero que la posición del Poder Ejecutivo fue argumentada por el señor Subsecretario de 
Salud Pública el pasado martes y el Ministerio de Economía y Finanzas respalda esa visión. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera dejar una constancia, porque comparto mucho de lo que dice el señor 
Senador Abreu y esa situación también nos preocupa, pero si el proyecto de ley, tal cual está, 
comienza sin contar con un mecanismo de disuasión, se puede caer toda la ingeniería. Pensemos que 
no sólo hay 26.000 funcionarios que podrían incorporarse, sino que en la medida en que los tiques 
moderadores bajen, podría suceder que una cantidad de jubilados que optaron por seguir en el 
régimen de Salud Pública, se sumaran a alguna de estas oportunidades. Si nosotros generamos esta 
situación donde, por ejemplo, regalan un televisor o un celular u optamos por algún otro mecanismo, 
podríamos erosionar o complicar esto, que es un paso importante. Esto no es menor; es una de las 
etapas. 


En definitiva, me parece que debería ser un desafío, no de las Comisiones de Hacienda o de 
Salud Pública, sino de la Comisión de Constitución y Legislación, encontrar una solución, no penal, 
pero que tenga un efecto disuasivo de esa magnitud. No me parece mal lo que plantea el señor 
Senador Abreu; entiendo que debería ser un desafío, pero creo que si este proyecto de ley no contiene 
un artículo de estas características, puede transformarse en un barco a la deriva. 


SEÑOR ABREU.- A fin de cooperar en este tema, debo decir que creo que al día de hoy este aspecto 
está tipificado como falta y habría que analizar cuál es el efecto de esta tipificación sobre la realidad; 
me refiero a ver si ha tenido efectos o no, si hay una competencia desleal, si se han aplicado 
sanciones, si se han hecho denuncias o si las faltas se han cometido en los tiempos en que ha estado 
vigente la ley. Me parece que es cierto lo del fin disuasivo, pero hay que tener cuidado con el efecto 
coercitivo de la norma; no se trata de que la coerción sea de tal naturaleza que termine yendo más allá 
de los límites de lo que significa una regulación social de la conducta de los actores. Entonces, en ese 
mismo sentido, mi preocupación es que si ya, con las normas vigentes y a la espera del funcionamiento 
de este sistema, no será suficiente con las faltas tipificadas; inclusive, podríamos analizar desde el 
punto de vista legislativo una modificación del Código Penal que sea de un artículo. Ahora bien; esto 
habría que hacerlo de una forma un poco más metódica y armónica y no mediante el desembarco -con 
buena intención, pero casi diría que “al impulso de brutal ferocidad”, como dice el Código Penal- de un 
artículo que establece nada menos que una pena de 4 a 24 meses, es decir, el límite de la pena de 
penitenciaría. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros compartimos los argumentos, pero cuando se dio el efecto del castigo 
penal, esa práctica no se dio; actualmente, tratándose de una falta, la infracción es permanente. 


Entonces, lo que propongo es aprobar el proyecto de ley -que es importante, porque supone 
un avance- con esta herramienta y que, con el señor Senador Abreu, lo antes posible estudiemos una 
alternativa que funcione bien. En lo personal, no estoy a favor de que haya un castigo penal, pero 
insisto en que poner en funcionamiento este proyecto de ley sin que tenga un fuerte elemento de 
disuasión, sería como atarle las manos, no sólo al Poder Ejecutivo, sino al propio objetivo que estamos 
persiguiendo con él. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero aclarar que solicité las normas a las que nos estamos refiriendo, lo cual 
supone cierta demora, por lo que solicito al señor Senador Abreu que me ilustre un poco con respecto 
a este tema. Me gustaría saber qué diferencias tiene el delito de intermediación lucrativa, tal como 
estaba tipificado antes de esta última ley que realizó la modificación por la cual se pasó a la categoría 
de falta -que según los que intervienen en este asunto, aparentemente aligera tanto la cuestión que no 
evita el asunto de fondo- con la que se propone actualmente. Me gustaría conocer qué establecía la 
ley, antes de pasar a la categoría de la falta, porque fue muy eficaz; pero, luego, cuando se convirtió en 
falta, dejó de serlo, lo que me resulta muy llamativo. Además, supongo que en la situación anterior se 
había estudiado el tema y se realizó esa opción. Entonces, la pregunta concreta es qué diferencias hay 
entre aquella tipificación y ésta. 


SEÑOR ABREU.- Con toda franqueza y sin ninguna picardía, quiero decir que la diferencia la tendría 
que explicar el Poder Ejecutivo, que es el que está manejando las modificaciones de esta naturaleza. 
La vuelta a la tipificación como falta la propuso el Poder Ejecutivo en las normas relativas al sistema 
carcelario. En este sentido, tiene que haber un fundamento, salvo que se siga el criterio que propone el 
señor Senador Michelini, que me parece un poco peligroso, en el sentido de que cada vez que 
tengamos una duda compartida optemos por aprobar para luego ver qué sucede. Con ese criterio, por 
ejemplo, podríamos decirle a la fábrica de celulosa que no se preocupe, que si llega a contaminar, se le 
exigirá un poquito más. La legislación no actúa de esa manera; de lo que trata es de ajustar las normas 
de forma tal de evitar que, después, en cada oportunidad en que haya una inquietud compartida, por el 


hecho de que hay que apurarlas y sacarlas rápidamente -que me parece muy bien en lo que tiene que 
ver con la ansiedad, pero considero incorrecto en el manejo político del tema- se diga que a cuenta de 
los errores que tiene esa norma, si no funciona, la vamos a modificar. No me parece que pueda 
adoptarse como un mecanismo habitual, aunque sí darse en algún caso. 


Entonces, contestando la pregunta formulada por el señor Senador Rubio, diría que 
seguramente esta modificación se debió a una iniciativa del Poder Ejecutivo, pero debe tener otra 
explicación. Con toda franqueza, creo que debemos manejar estos temas dentro del contexto del 
Código Penal. No pueden venir normas relativas a tipificaciones delictivas en forma aislada sin que 
estén analizadas en una estructura porque, si es así, vamos a tener la posibilidad de que en cada 
oportunidad se legisle también en forma aislada modificaciones importantes al Código Penal. 


Lo mismo sucede en materia tributaria, donde incluso el señor Senador Korzeniak tantas 
veces se ha negado -y todavía lo hace- a pronunciarse en lo que tiene que ver con las capacidades de 
clausura y demás, porque no son normas que estén incluidas en un contexto lógico en materia de 
sanción y prevención. 


Entonces, sin perjuicio de acompañar este tema, quiero que el Poder Ejecutivo explique por 
qué cambió de opinión y ahora esto se tipifica como delito. Asimismo, me gustaría conocer en qué 
contexto y con qué argumentación se toma esta decisión o si en realidad el motivo surge 
exclusivamente de la inspiración de una ley vinculada al Ministerio de Salud Pública o del equipo 
económico, sin tener el debido asesoramiento de carácter global, que fue lo que motivó que el proyecto 
de ley sustituyera el delito por una falta. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que en este tema no ha habido nunca una solución feliz; lo que siempre 
hubo fue una fuga terrible de dineros que van a la intermediación y no a la atención sanitaria. Este es 
un desafío que tenemos todos, porque la verdad es que, antes de convertirlo en falta, los sectores 
políticos -sin ninguna exclusión- trabajaron con mucha dedicación en procura de encontrar una fórmula 
que diera algún grado de certeza. Cualquiera puede darse cuenta de que en este último período, esta 
actividad ha aumentado visiblemente en las calles, particularmente, en aquellas zonas en donde 
habitualmente se concentra este tipo de delitos. No obstante ello, la falta no permite aprehender a 
quien la está cometiendo, ni mucho menos a quien está vinculado, originó o planificó el hecho. 


Aquí no se está cambiando la filosofía inicial del tema de por qué esto pasó a ser una falta - 
en función de la consideración que hicimos en oportunidad de discutir la Ley de Humanización y 
Descongestionamiento del Sistema Carcelario- sino que lo que hay es un problema grave en materia 
económico-financiera para todas las instituciones y por ello se busca encontrar una medida que sea 
más coactiva y que amedrente a cualquiera de los eslabones de la cadena. Por lo tanto, hay un 
reconocimiento de que en este tema no se puede seguir así, por el bienestar de las instituciones de la 
salud y del sistema. 


Es por lo expuesto, entonces, que se optó por una redacción -que en este momento no tengo 
en mi poder- que es muy similar a la de la iniciativa que tuvimos ocasión de considerar en la Comisión 
de Salud Pública en el año 2005 que, si bien recogía una parte importante de la norma existente, 
clarificaba más el delito. Esa es la explicación que quería dar. 


Reitero que existe el reconocimiento de que algo no funcionó y, por tal razón prácticamente 
se vuelve a una redacción como la que estaba antes de convertirlo en falta. Vuelvo a decir que esto no 
implica un cambio de filosofía sobre el tema de fondo, pero sí una adecuación al mismo porque, más 
allá de que este no sea el ámbito más indicado para volverlo a colocar, creo que tiene que haber una 
absoluta simultaneidad entre la aprobación del Fondo y una norma que tenga una redacción de esta u 
otra naturaleza, porque debemos tener presente que siempre puede ser perfectible y mejorada y para 
eso está el trabajo de la Comisión. ¿Por qué? Porque los 26.000 funcionarios tienen la posibilidad de ir 
a cualquiera de los sectores públicos o privados y, eventualmente, pasar de uno a otro, pero si regresa 
al sector privado, deberá volver a la misma institución. Esto es algo que, en cierta medida, limita el libre 
cambio pero, sin duda, abre un camino en un tema criticado por todos y que no ha sido posible transitar 
en ninguna Administración. Me refiero al levantamiento irrestricto del “corralito”. Todos sabemos que un 
levantamiento irrestricto del “corralito” -que desde el punto de vista legal puede ser lo indicado desde 
hace bastante tiempo- puede llevar a que las instituciones caigan en una situación de desequilibrio tal 
que haga que corran un riesgo difícil de evitar. 


Entonces, como aquí se ha reconocido que hay algo que no dio resultado, debemos buscar 
la mejor fórmula -nunca tuvimos la fórmula perfecta- para enfrentar esta situación. En este sentido, 
quiero decir que estamos realizando algunas consultas sobre determinadas penas alternativas a 
efectos de saber si pueden dar resultados. Esto debe ser así, porque se trata de cosas que no tienen 
una gran aplicabilidad en el país y, por lo tanto, no hay experiencia en la materia. Por eso creemos que 
se debe buscar alguna pena alternativa, fuerte y pesada, que tenga un efecto de disuasión o de 
persuasión para no entrar en este delito. Ojalá pudiéramos hacer lo que planteó el señor Senador 
Michelini en la sesión anterior; esto es, colocar alguna de ellas y no necesariamente la prisión. 


Insisto: estamos en consultas para ver si podemos llegar a una mejor formulación, pero la 
necesidad política, por el bien del sistema sanitario y de las instituciones, está planteada. 


SEÑOR MICHELINI.- La aspiración de la bancada de Gobierno es que este asunto sea votado el 
próximo miércoles -más allá de que en Sala haya que hacer algún cambio de redacción ya que, por 
ejemplo, se habla de inciso en lugar de literal o no figuran las fechas de las leyes- por lo que propongo 
que se vote en bloque para agilitar el trámite. Naturalmente que no hay problema en caso de que se 
quiera votar por artículo; simplemente hago el planteo para que podamos pasar rápidamente al otro 
tema, que es por el que realmente fue convocado el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, si hay algún artículo del que especialmente se quiera solicitar su 
desglose, que se señale; de lo contrario, podríamos votar en bloque todo el proyecto de ley. 


SEÑOR HEBER.- A mí me parece más conveniente votar artículo por artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, votaremos artículo por artículo. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 


“Creáse el Fondo Nacional de Salud (FONASA) el que será administrado por el Banco de Previsión 
Social y financiará el régimen de prestación de asistencia médica de los beneficiarios del Seguro de 
Enfermedad del Banco de Previsión Social, de los jubilados del Banco de Previsión Social que hicieran 
la opción prevista por el Art. 187 de la Ley 16.713 de 1” de septiembre de 1995, de los funcionarios 
públicos y de otros dependientes del Estado, con el alcance y en los términos previstos en la presente 
Ley.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo que se suprima la lectura del resto del articulado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 2*. 


SEÑOR ABREU.- Nosotros hicimos algunas observaciones sobre el alcance del tema y otros aspectos 
y por eso en este caso no votaremos el artículo, aunque en ocasión de considerarlo en el Plenario 
participaremos en la discusión del mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5*. 


SEÑOR MICHELINI.- En el inciso final del artículo 5%, habría que cambiar la palabra “inciso” por 
“literal”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la finalidad de agilizar y facilitar el trámite el próximo miércoles, la 
Secretaría ha propuesto que las consideraciones relativas a modificaciones menores o de texto, sean 
formuladas en Sala. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, el próximo miércoles se podrá hacer esta corrección y también solicito 
que las referencias a las leyes, así como las fechas de las mismas se hagan por Secretaría en forma 
automática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me acota que va a introducir en este momento la modificación 
propuesta por el señor Senador Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 6. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10%. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11*. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que en este caso se producen una serie de errores en la tipificación del 
delito y me parece que habría que buscar la forma de corregirlos. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que las modificaciones tendrán que hacerse en Sala y por eso 
propongo votar este artículo tal cual está, que el señor Senador Breccia trabaje en él junto al Ministerio 
-también habrá que hacer alguna corrección en el artículo 7*- y que luego, cuando se discuta en el 
Plenario, presente una propuesta. 


SEÑOR RUBIO.- Vamos a encomendar a los señores Senadores Breccia y Abreu que hagan un 
esfuerzo en ese sentido. Está claro cuál es la voluntad del Poder Ejecutivo al respecto, que consiste en 
retornar a la legislación anterior, mejorándola. Desde el punto de vista de la filosofía del tema, sabemos 
que existía una legislación anterior que fue modificada por la Ley de Humanización de Cárceles, que 
convirtió esto en falta. Esa modificación no contribuyó a solucionar el problema sino que, en todo caso, 
lo mantuvo o lo agravó. Entonces, esta propuesta retorna a la situación anterior pero, a su vez, habría 
que mejorarla. 


Eso se puede realizar en estos días, pero ahora estaríamos votando el artículo, por razones 
procesales, exclusivamente en ese carácter. 


SEÑOR ABREU.- Acepto con gusto la invitación pero, como se recordará, nuestro planteo refería a la 
inconveniencia de incluir en un artículo específicamente una modificación al Código Penal. Podemos 
analizar cualquier tipo de norma no en este ámbito específico, donde estamos trabajando sobre la 
premura de tener que aprobar el proyecto de ley. De manera que, con mucho gusto podemos ver el 
tema, pero preferiría que la bancada de Gobierno, que tiene sus expertos legislativos, nos hiciera la 
propuesta y nosotros luego la analizaremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que la votación correspondiente del artículo 11 al final se 
realizará en el entendido de que seguramente cuando esta iniciativa sea abordada en Sala recibirá 
algunas modificaciones, teniendo en cuenta las consideraciones que hemos escuchado en este ámbito. 
Es así que encargamos al señor Senador Breccia que presente un texto modificativo en los términos en 
que se ha manifestado recién en la Comisión y que lo remita a todos los miembros, particularmente al 
señor Senador Abreu, a fin de que haga los comentarios del caso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 11. 
(Se vota:) 

5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 

(Se vota:) 

5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de que sea importante la reglamentación, es natural la competencia 
reglamentaria del Poder Ejecutivo sobre las leyes que aprueba. Entonces, me parece que la expresión 
“Facúltase al Poder Ejecutivo” es una especie de curaduría o tutoría de carácter de Gobierno un poco 
excesiva. Me parece que, simplemente, la competencia natural constitucional determina que el Poder 
Ejecutivo reglamentará, cuando lo estime pertinente, las leyes que son aprobadas. No obstante, lo 
podemos dejar así, pues lo importante creo que sería pedirle al Poder Ejecutivo que, en algunos casos, 
sepa hacia dónde va. 


SEÑOR RUBIO.- Esta norma está orientada a crear una Comisión de Seguimiento para la aplicación 
de la presente ley y me parece que hay que eliminar la expresión “por vía reglamentaria”. Se trata, 
pues, de la facultad del Poder Ejecutivo de crear una Comisión de Seguimiento que va a ser bastante 
importante para la aplicación de esta ley, que es muy compleja. 


Por lo tanto, propongo que se elimine esa expresión -que está de más- y se vuelva a la 
redacción original del artículo 13. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 13, con la modificación propuesta. 
(Se lee:) 


“Artículo 13*.- “Facúltase al Poder Ejecutivo a crear una Comisión de Seguimiento para la 
aplicación de la presente ley”. 


En consideración el artículo 13 con la redacción recientemente leída. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 


La Presidencia hace notar que se debe hacer un agregado en el literal c) del artículo 2%, donde 
faltó poner la expresión “del Niño y..” en el nombre del Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay 
que allí figura. 


Ha sido aprobado el proyecto con las consideraciones que hemos efectuado y se remitirá a la 
Presidencia para su inclusión en el Orden del Día. 


SEÑORA XAVIER..- Si bien las leyes no tienen nombre, considero que sería mejor cambiarle la carátula 
y poner “Fondo Nacional de Salud (FONASA)”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señora Senadora, se aprueba la modificación de la carátula del 
proyecto de ley. 


La Presidencia, luego de haber hecho las consultas del caso, propone al señor Senador 
Enrique Rubio como Miembro Informante y comunica que la idea es que el proyecto ingrese a la 
consideración del Senado el próximo miércoles. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


